
C.A. Santiago

Santiago, veintitr s de mayo de dos mil veinticinco.é

VISTO:

Que  comparece  la  abogada  Francisca  Rom n  Santana,  ená  

representaci n  de  ó CESCE  Chile  Aseguradora  S.A. ,  quien  de 

conformidad a lo se alado en el art culo 71 del Decreto Ley N 3.538, 1980,ñ í °  

deduce  reclamo  de  ilegalidad  en  contra  de  la  Resoluci n  Exentaó  

N 7.400,  de la  Comisi n  para el  Mercado Financiero° ó , que aplicó 

a su representada una multa de 1.000 unidades de fomento, por supuestas 

infracciones normativas.

Expone  que  con  fecha  26  de  abril  de  2022,  mediante  Oficio 

Reservado N UI 440/2022, de la Comisi n para el Mercado Financiero, se° ó  

formul  a su representada la siguiente imputaci n: ó ó “Incumplimiento de la 

obligaci n legal y normativa de pagar las indemnizaciones reclamadas poró  

Inmobiliaria La Poza y JUNAEB, en virtud de los contratos de seguro de  

garant a  de  ejecuci n  inmediata  N 2.2.024915,  N 2.2.020962  yí ó ° °  

N 2.2021963,  seg n  lo  dispuesto  en  el  inciso  final  del  art culo  583  del° ú í  

C digo de Comercio y en el N mero 1 del Oficio Circular N 972, de 13 deó ú °  

enero de 2017, que Precisa el alcance del inciso final del art culo 583 del“ í  

C digo de Comercio .ó ”  La formulaci n de cargos tuvo como antecedente lasó  

reclamaciones  de  Inmobiliaria  La Poza  S.A.  y  de la  Junta  Nacional  de 

Auxilio Escolar y Becas, JUNAEB, en relaci n a la negativa de pago de lasó  

p lizas indicadas en el cargo, toda vez que ninguno de esos requerimientosó  

de pago cumpl a con los requisitos pactados por las partes e integrados alí  

contrato a trav s de la p liza materia de esos autos. Agrega que en losé ó  

cargos efectuados por la reclamada se se al , adem s, una forma espec ficañ ó á í  

y particular en que esa infracci n se habr a cometido, que constituir a laó í í  

conducta infraccional y que de esa forma se encontraba dentro de uno de 

los considerandos del acto que se alaba: ñ “De esta manera, al momento de  

endosar dichas p lizas, la Aseguradora ya estaba en conocimiento de que laó  

POL120131716,  conten a observaciones que la llevaron a ser establecidaí  

como p liza prohibida de utilizaci n por parte del ente regulador conformeó ó  

a la Resoluci n 1.937, por contener, entre otras, condiciones inconsistentesó  

con  la  denominaci n  de  la  p liza  de  ejecuci n  inmediataó ó “ ó . ,  y  esa”  
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consideraci n habr a llevado incorrectamente a la Unidad de Investigaci nó í ó  

de la Comisi n para el Mercado Financiero al convencimiento de que lasó  

normas cuya infracci n denunci  eran aplicables y exigibles a CESCE, en laó ó  

ejecuci n  de  las  obligaciones  que  derivaban  de  las  p lizas  de  losó ó  

denunciantes. Dicha Unidad pareci  malamente entender que el endoso deó  

las  p lizas  dio  lugar  a  un  nuevo  contrato  que  integr  las  normasó “ ” ó  

dispositivas legales y reglamentarias al momento de su nueva celebraci n .“ ó ”  

Sin embargo, esos endosos s lo buscaban la pr rroga de la vigencia de losó ó  

mismos contratos de seguros.

Explica que los descargos de CESCE se fundaron en la denuncia de 

tres errores fundamentales: 

1.-  Naturaleza jur dica y los efectos de los endosos al contrato deí  

seguro. Se precis  que los endosos celebrados nicamente modificaron eló ú  

contrato  celebrado  prorrogando su  vigencia,  sin  alterar  en  nada  m s  elá  

contenido contractual; el mero mecanismo del endoso no era suficiente para 

modificar la regla contractual ya fijada al momento de su celebraci n enó  

ning n otro aspecto diferente al pactado en el mismo endoso. La ley que seú  

incorpora al contrato es la vigente al momento de la celebraci n del mismo,ó  

y no de convenciones posteriores que son accesorias a aquel, y siendo la 

infracci n fundada en la forma en que el N mero 1 del Oficio Circular Nó ú ° 

972, de 13 de enero de 2017 dec a que debe aplicarse el art culo 583 delí í  

C digo de Comercio, y siendo esa norma dos a os posterior a la entrada deó ñ  

la vigencia de las p lizas -contratadas el 2015- las normas invocadas comoó  

infringidas, no eran aplicables.

2.-  CESCE no ha incumplido la Resoluci n Exenta N  1937ó ° . Parte 

de la fundamentaci n de la conducta infraccional de los cargos sostiene queó  

las  p lizas  habr an  sido  contratadas  en  uso  de  condiciones  generalesó í  

depositadas  ante  la  Comisi n  para  el  Mercado  Financiero  que  fueronó  

prohibidas por la Resoluci n Exenta N 1937 de 2017, que, de una parte yó °  

al igual que el Oficio Circular N  972, de 13 de enero de 2017, se tratan de°  

normas administrativas que no pueden alterar el contenido contractual de 

un contrato en atenci n a su rango normativo y su imposibilidad de alteraró  

la intangibilidad del contrato v lidamente celebradoá , y de otra, esa misma 
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norma  excluye  expresamente  su  aplicaci n  en  p lizas  celebradas  conó ó  

anterioridad a la dictaci n de la norma.ó

3.-  CESCE no ha incumplido el Oficio Circular N  972° . La Unidad 

de  Investigaci n  de  la  Comisi n  para  el  Mercado  Financiero  err  aló ó ó  

considerar como aplicable el Oficio Circular N  972 a las p lizas de autos,° ó  

puesto que intentan dar una aplicaci n retroactiva a esa norma de car cteró á  

reglamentaria.  Adem s  los  cargos  ignoran  la  diferencia  que  existe  entreá  

p lizas  a  primer  requerimiento  ó y  las  p lizas  de  ejecuci n  inmediata,ó ó  

correspondiendo  las  p lizas  en  cuesti n  a  esa  ltima  especie,  quedandoó ó ú  

fuera, por tanto, del mbito materialmente regulado por el Oficio Circulará  

N  972.°

Indica  que,  una  vez  terminada  la  investigaci n,  y  habiendo  suó  

representada  aportado  diversas  pruebas  documentales  y  testimoniales,  el 

Fiscal  Investigador recomend  sancionar  a la  reclamante  en relaci n  aló “ ó  

incumplimiento al  deber de observar  el  car cter  de p liza de cauci n aá ó ó  

primer requerimiento , de aquellas reguladas en el inciso final del art culo” í  

583 del C digo de Comercio. Funda tal recomendaci n, en lo dispuesto enó ó  

el Oficio Circular N  972, se alando que aunque dicha norma es posterior° ñ  

a la suscripci n de las p lizas, por tratarse de una normativa de car cteró ó á  

interpretativa que precisa el  alcance del  inciso final  del  art culo 583 delí  

C digo de Comercio, es esa disposici n la que debe tenerse por infringida, yó ó  

finalmente, mediante Resoluci n Exenta N  7400, de 11 de noviembre deó °  

2022, la reclamada aplic  a CESCE la sanci n de multa, a beneficio fiscal,ó ó  

ascendente a 1.000 unidades de fomento, por infracci n al inciso final deló  

art culo 583 del C digo de Comercio, y en el punto 1. del Oficio Circularí ó  

N  972, de 2017.°

Refiere que uno de los supuestos errados en los que la Comisi n paraó  

el Mercado Financiero ha basado la resoluci n reclamada es que los casosó  

que fueron presentados a an lisis se encontraban con sentencias definitivasá  

dictadas en los respectivos juicios iniciados y que produc an cosa juzgada.í  

Sin embargo, dichos casos se encontraban en estado pendiente, sin haberse 

dictado sentencia definitiva y menos una ejecutoriada que pueda utilizar a 

su favor. 
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As ,  en  el  caso  de  Inmobiliaria  La  Poza,  dedujo  solicitud  deí  

designaci n de un rbitro conforme a la p liza para el conocimiento de laó á ó  

controversia, design ndose en su oportunidad al juez rbitro mixto Carlosá á  

Osorio Cerda, ante quien present  una demanda de cumplimiento forzadoó  

de contrato con indemnizaci n de perjuicios, en tramitaci n a la fecha deó ó  

presentarse el reclamo de ilegalidad, rbitro que posteriormente falleci , porá ó  

lo que el 13  Juzgado Civil de Santiago, en causa Rol C-26106-2019 debi° ó 

designar un nuevo rbitro. Dicha demanda discurre precisamente sobre laá  

naturaleza jur dica de la p liza materia de autos, y muy especialmente, si seí ó  

trata o no de una p liza a primer requerimiento, de manera tal  que laó  

controversia  sometida  al  conocimiento  del  rbitro  ser ,  precisamente,  laá á  

misma que la Comisi n mediante un acto administrativo pretende resolveró  

con  infracci n  del  principio  de  legalidad  mediante  la  resoluci nó ó  

sancionatoria, siendo clara la existencia de litis pendencia.

Respecto  de  JUNAEB,  se  acompa aron  en  parte  de  prueba  alñ  

procedimiento  administrativo  antecedentes  donde  consta  la  existencia  de 

juicios civiles que se han desarrollado ante diversos tribunales del pa s, ení  

los que JUNAEB demand  a CESCE el cumplimiento forzado de contratosó  

de seguros, que sin bien dicen relaci n con afianzados diferentes, se trata deó  

la misma p liza analizada por la Comisi n y el alcance de la discusi n esó ó ó  

exactamente el mismo: la naturaleza jur dica de la p liza, es decir, si seí ó  

trata o no de una p liza a primer requerimiento o de una de ejecuci nó ó  

inmediata.  En la  especie,  dichos  juicios  se  encuentran  con sentencia  de 

primera  instancia  dictada  a  la  fecha  de  presentaci n  del  reclamo  deó  

ilegalidad,  en  la  que  se  resolvi  que  la  p liza  materia  de  autos  es  deó ó  

ejecuci n  inmediata  y  que  ello  no  es  igual  a  las  p lizas  a  primeró ó  

requerimiento.

Afirma  que  respecto  de  ambos  asegurados,  el  nico  ente  conú  

competencia  para  pronunciarse  sobre  el  verdadero  alcance  de  un 

condicionado y las posibles controversias que surjan a partir de su tenor e 

interpretaci n  es  uno  que  pertenezca  al  Poder  Judicial  como  tribunaló  

ordinario o especial, y no un ente administrativo como la Comisi n para eló  

Mercado Financiero.
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Sostiene que todas las p lizas materia de la resoluci n sancionatoriaó ó  

son  p lizas  de  grandes  riesgos,  cuyas  primas  anuales  superan  las  200ó  

unidades  de  fomento,  suscritas  entre  personas  jur dicas  que  son  partesí  

sofisticadas  y  con  corredores  de  seguros  especializados  en  ese  tipo  de 

coberturas. Por tanto, se trata de p lizas que no est n afectas al principio deó á  

imperatividad del  art culo 542 del  C digo de Comercio,  cuyo contenidoí ó  

libremente pactado por las  partes  no puede ser modificado por un acto 

administrativo, de vigencia posterior a la celebraci n del contrato, en virtudó  

del principio de intangibilidad.

Cita  diversas  disposiciones  relativas  a  la  cobertura  dispuesta  en  el 

condicionado  general  com n a  todas  las  p lizas  y  asevera  que  CESCEú ó  

rechaz  correctamente  las  reclamaciones  presentadas:  ó a)  Respecto  de 

Inmobiliaria  La  Poza,  se  acredit  que  las  obras  materia  del  contratoó  

afianzado  ten an  m s  de  un  85%  de  avance  f sico,  por  lo  que  eraí á í  

materialmente imposible que el perjuicio efectivamente sufrido con cargo al 

seguro -que no se al -  fuera el monto total asegurado; y, ñ ó b) Respecto de 

JUNAEB, no s lo no se se al  el perjuicio efectivamente sufrido respecto deó ñ ó  

contratos afianzados a Coan y Verfrutti, sino porque ni siquiera se requirió 

el incumplimiento a los deudores principales o afianzados de la p liza, comoó  

expresamente se le exig a para configurar el siniestro, y el hecho que coní  

posterioridad a la suscripci n de todos los contratos de seguros materia deó  

los cargos, la autoridad administrativa haya dictado una norma de rango 

inferior al art culo 583 tendiente a homologar la denominaci n de p liza deí ó ó  

ejecuci n inmediata  con p liza de a primer requerimiento  o a vista ,“ ó ” ó “ ” “ ”  

no  tiene  el  m rito  de  alterar  la  regla  contractual  concreta  librementeé  

convenida.

Reitera que el error central de la resoluci n sancionatoria consiste enó  

sostener que las p lizas materia del expediente administrativo son p lizas aó ó “  

primer requerimiento  en lugar de p lizas de ejecuci n inmediata .” ó “ ó ”

En subsidio, solicita la reducci n sustancial de la multa, pues no seó  

trata de una conducta reiterada de CESCE en relaci n con ese tipo deó  

p lizas,  lo  que  es  f cilmente  constatable  con  la  propia  resoluci nó á ó  

sancionatoria, que en su letra e) del numeral 2) del ac pite VI da cuentaá  
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que no existen sanciones previas  en los ltimos 5 a os  a la  reclamante,ú ñ  

mucho menos por hechos que sean similares a los que son materia de la 

sanci n.ó

Por lo expuesto, pide se declare que la sanci n impuesta es ilegal,ó  

dejando sin efecto la Resoluci n Exenta N  7400, de 11 de noviembre deó °  

2022, y en su lugar resolver que se desestiman los cargos formulados en 

contra de CESCE Aseguradora Chile S.A. y absolverla de toda sanci n, conó  

costas. En subsidio, se rebaje sustancialmente la multa de 1.000 unidades de 

fomento impuesta, por ser manifiestamente desproporcionada con los hechos 

que fundan la sanci n y con la conducta de mercado de la reclamante.ó

Evacuando el traslado conferido, comparece do a Ruth Israel L pez,ñ ó  

abogada  Procuradora  Fiscal  de  Santiago,  del  Consejo  de  Defensa  del 

Estado, por la  Comisi n  para  el  Mercado  Financieroó , quien como 

cuesti n  preliminar  se ala  que  no  es  aceptable  que  una  Compa a  deó ñ ñí  

Seguros que ofrece y emite p lizas, bajo la expresa menci n de que sonó ó  

p lizas de ejecuci n inmediata, luego afirme que, en realidad, al momentoó ó  

de emitir y ofrecer al mercado tales p lizas, dicha compa a considerabaó ñí  

que  no  era  una  garant a  de  dicha  naturaleza,  en  conformidad  con  loí  

dispuesto en el art culo 583 del C digo de Comercio. Por ello la autoridadí ó  

financiera se vio en la necesidad de sancionar a la reclamante por infracci nó  

a la normativa de su competencia con una multa de 1.000 unidades de 

fomento,  en  vista  de  que  dicha  aseguradora  ha  desconocido  -  y  sigue 

desconociendo en el reclamo - el car cter a primer requerimiento de lasá  

p lizas de cauci n que ofrece al mercado. A ade que lo que distingue a lasó ó ñ  

garant as  a  primer  requerimiento  de  cualquier  otro  seguro,  es  suí  

ejecutabilidad inmediata,  ya que importa una renuncia del  asegurador a 

someter el pago de la indemnizaci n a un proceso de liquidaci n, porqueó ó  

rige  para  esas  garant as  el  principio  í “pay  and  argue  after .  Por  esa”  

modalidad contractual la compa a cobra una prima m s alta habitualmenteñí á  

que la de un seguro general bajo el conocimiento de que no puede discutir 

el requerimiento de pago del asegurado.

Indica  que  el  incumplimiento  de  la  aseguradora  en  el  pago  del 

siniestro vulner  la confianza que depositan los asegurados o beneficiariosó  

de los seguros de cauci n a primer requerimiento, en que las aseguradorasó  
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de garant a observan dicho car cter al momento de reclamar tales seguros,í á  

para  el  correcto desarrollo  de sus  actividades  aseguradas,  por  lo  que la 

oposici n de excepciones a la solicitud a primer requerimiento signific  unaó ó  

grave distorsi n al funcionamiento del Mercado de Seguros.ó

Expone que el  26 de agosto de 2020,  Inmobiliaria  La Poza S.A., 

present  un  reclamo  administrativo  ante  la  Comisi n  para  el  Mercadoó ó  

Financiero en contra de CESCE Chile Aseguradora S.A., denuncia que se 

refer a al no pago de la indemnizaci n correspondiente a la p liza de fielí ó ó  

cumplimiento,  depositada  en  la  Comisi n  como P liza  de  Garant a  deó “ ó í  

Cumplimiento de Contrato en General y de Ejecuci n Inmediata , POLó ”  

120131716  por un monto de 23.426 unidades de fomento, tomada por”  

Constructora Julio L pez Navarro Ltda. para garantizar el fiel cumplimientoó  

del  contrato de ejecuci n  de las  obras  del  Proyecto La Poza.  Medianteó  

Resoluci n  UI  N 03/2022,  de  10  de  enero  de  2022,  se  inici  unaó ° ó  

investigaci n a efectos de determinar si los hechos denunciados pod an seró í  

constitutivos de alguna infracci n.ó

Agrega que el 22 de enero de 2021, JUNAEB present  un reclamoó  

administrativo ante la Comisi n para el Mercado Financiero en contra deó  

CESCE,  referida  al  no  pago de  la  indemnizaci n  correspondiente  a  lasó  

p lizas de fiel cumplimiento, depositada en la Comisi n como P liza deó ó “ ó  

Garant a  de  Cumplimiento  de  Contrato  en  General  y  de  Ejecuci ní ó  

Inmediata , POL 120131716, por un monto de 9.889 unidades de fomento,”  

y p liza N 20962, por la suma de 16.440,70 unidades de fomento, tomadasó °  

por las empresas COAN Chile Ltda. y Verfrutti S.A., respectivamente, en el 

marco de la licitaci n p blica ID 85 1 6 LP12, para garantizar el fiel yó ú  

oportuno cumplimiento del contrato celebrado entre las referidas empresas y 

la JUNAEB.

Menciona que el 23 de febrero de 2022 se resolvi  acumular ambasó  

investigaciones, y por medio de Oficio Reservado  UI N 440, de 26 de abril°  

de 2022, se formul  cargos a CESCE Chile por: ó “Incumplimiento de la  

obligaci n legal y normativa de pagar las indemnizaciones reclamadas poró  

Inmobiliaria La Poza y JUNAEB, en virtud de los contratos de seguro de  

garant a  de  ejecuci n  inmediata  N 2.2.024915,  N  2.2.020962  yí ó ° º  

N 2.2021963,  seg n  lo  dispuesto  en  el  inciso  final  del  art culo  583  del° ú í  

Código: PYXVXUTXSRR

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C digo de Comercio y en el N mero 1 del Oficio Circular N  972, de 13ó ú °  

de enero de 2017, que Precisa el alcance del inciso final del art culo 583“ í  

del  C digo de Comercioó .  El Consejo de la Comisi n para el  Mercado” ó  

Financiero,  considerando  y  ponderando  todas  las  presentaciones, 

antecedentes y pruebas hechos valer en el procedimiento sancionatorio, llegó 

al convencimiento que, en la especie, se verific  respecto de la reclamante laó  

siguiente  sanci n:  ó “Infracci n  al  art culo  583 inciso  final  del  C digo deó í ó  

Comercio y N mero 1 del Oficio Circular N  972 de 2017ú ° , ello dado que”  

CESCE no observ  el car cter a primer requerimiento de las p lizas deó á ó  

cauci n, rechazando el pago, imponiendo una sanci n de multa a beneficioó ó  

fiscal, ascendente a 1.000 unidades de fomento.

En primer lugar, sostiene la improcedencia del reclamo por incumplir 

las exigencias del art culo 71 del Decreto Ley N  3.538, pues al revisar elí °  

cuerpo del reclamo con las infracciones denunciadas, se puede observar que 

respecto de todas ellas no se explica c mo es que se habr a producido laó í  

infracci n denunciada y parte importante de las normas mencionadas comoó  

infringidas fueron simplemente indicadas y enunciadas de forma gen rica,é  

sin fundamentaci n alguna. ó

En segundo lugar,  se ala  que  el  Consejo  de la  Comisi n  para  elñ ó  

Mercado Financiero se encuentra legalmente facultado para sancionar a las 

Compa as de Seguros por infracci n a las leyes, reglamentos, estatutos yñí ó  

dem s normas que las rigen, o en incumplimiento de las instrucciones yá  

rdenes  que  les  imparta  la  Comisi n.  Se  trata  de  un  procedimientoó ó  

administrativo destinado a verificar si CESCE ha cumplido con el marco 

regulatorio  que  la  rige,  cuesti n  diametralmente  distinta  de  aqu lla  queó é  

plante  la reclamante, relativa a resolver la controversia sobre los efectos deló  

contrato. Aclara que los jueces rbitros y los tribunales ordinarios de justiciaá  

carecen  de  competencia  para  aplicar  una  sanci n  administrativa  a  lasó  

entidades aseguradoras por infracci n a un deber contenido en la normativaó  

dictada  por  la  Comisi n  y  que  la  resoluci n  sancionatoria  no  resolvió ó ó 

ning n  conflicto  entre  partes,  sino  que  s lo  aplic  una  sanci nú ó ó ó  

administrativa a la reclamante en su calidad de entidad fiscalizada por la 

Comisi n, por infracci n a la normativa que la rige.ó ó
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En tercer lugar, expone que la reclamante funda gran parte de su 

reclamo en una premisa artificial: que las p lizas estar an excluidas de laó í  

imperatividad del art culo 542 del C digo de Comercio. No basta el hechoí ó  

de que la prima anual sea igual o superior a 200 unidades de fomento, sino 

que  adem s  se  debe  utilizar  para  ello  una  p liza  que  se  adapteá ó  

especialmente  al  riesgo,  ya  que  los  modelos  de  p liza  incorporados  aló  

dep sito  no  admiten  modificaciones,  siendo  esa  la  forma  en  que  seó  

materializa la disposici n del art culo 542 del C digo de Comercio.ó í ó

En  cuarto  lugar,  afirma  que  la  reclamante  infringi  su  deber  deó  

observar  el  car cter  a  primer  requerimiento  en  p lizas  de  cauci n,á ó ó  

tergiversando y distorsionando las caracter sticas del seguro que comercializí ó 

en el mercado y de la p liza depositada en la Comisi n para el Mercadoó ó  

Financiero.  CESCE  condicion  el  pago  de  la  suma  reclamada,  enó  

circunstancias de que la asegurada identific  la p liza de seguro, el montoó ó  

reclamado  y  su  calidad  de  asegurada  en  dicha  p liza.  As ,  la  eventualó í  

agravaci n  del  riesgo  alegada  por  la  aseguradora  en  nada  altera  lasó  

obligaciones legales de la reclamante en funci n del art culo 583 del C digoó í ó  

de Comercio,  pues habi ndose pactado una p liza de garant a a primeré ó í  

requerimiento, el pago de las sumas reclamadas deb a realizarse justamenteí  

a mero requerimiento del asegurado.

En quinto  lugar,  se  refiere  a  la  distinci n  sin  fundamento  que  laó  

reclamante plantea entre p lizas de ejecuci n inmediata y p lizas a primeró ó ó  

requerimiento,  aseverando  que  se  trata  de  un  tercer  tipo  de  seguro  a 

cauci n, que no tiene proceso de liquidaci n, pero s  de configuraci n deló ó í ó  

siniestro. Sin embargo, tal afirmaci n contraviene tanto los art culos 582 yó í  

583 del C digo de Comercio, como el art culo 61 del Decreto con Fuerzaó í  

de Ley N  251.°

En sexto lugar, se pronuncia respecto a la supuesta modificaci n de laó  

regla  contractual  por  un  acto  administrativo,  precisando  que  el  Oficio 

Circular N  972, de 13 de enero de 2017, vino a aclarar el alcance del°  

inciso final del art culo 583 del C digo de Comercio. Sobre el particular, laí ó  

reclamante descarta la aplicaci n de ese Oficio Circular, ya que habr a sidoó í  

dictado con posterioridad a la celebraci n d las p lizas, por lo que no ser aó ó í  
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aplicable  al  caso  de marras.  Sin  embargo,  el  fundamento  normativo de 

dicho  punto  del  Oficio  Circular  se  encuentra  en  dichas  facultades 

interpretativas que la ley asigna a la Comisi n para el Mercado Financiero.ó  

En ese contexto, destaca que el n mero 1. del Oficio Circular N  972 noú °  

contiene una regulaci n distinta a la que fuera previamente establecida poró  

el  inciso  final  del  art culo  583  del  C digo  de  Comercio,  que  disponeí ó  

expresamente que en ese tipo de seguros la indemnizaci n deber  pagarse aló á  

asegurado en el plazo que establece la p liza, esto es, 30 d as, sin que laó í  

oposici n de excepciones pueda invocarse para condicionar o diferir dichoó  

pago. Ambas obligaciones fueron incumplidas por la reclamante por medio 

de la comunicaci n de los rechazos de cobertura realizados en el caso deó  

marras.

Concluye que la sanci n  aplicada resulta  proporcional  atendido suó  

monto de 1.000 unidades de fomento - dentro de un rango de hasta 15.000 

unidades  de fomento -,  la  naturaleza  de la  infracci n y la  finalidad deló  

ejercicio de la potestad sancionatoria, habi ndose considerado cada una deé  

las circunstancias invocadas por la reclamante para determinar dicho monto 

y ninguna de las  alegaciones formuladas  por CESCE en su reclamo ha 

logrado  modificar  las  conclusiones  a  las  que  arribara  el  Consejo  de  la 

Comisi n  para  el  Mercado  Financiero,  y  nuevamente,  da  cuenta  de  laó  

manifiesta falta de fundamento del reclamo.

Por lo expuesto, pide tener por contestado el traslado, y se rechace en 

todas sus partes la reclamaci n de ilegalidad deducida, con costas.ó

En  cumplimiento  de  lo  instruido  por  esta  Corte,  evac a  informeú  

Roberto  Vergara  Gonz lez,  Juez  rbitroá Á , en causa arbitral Rol C-

2019 Inmobiliaria  La Poza S.A. con CESCE Chile Aseguradora S.A. ,“ ”  

quien se ala que el 1 de marzo de 2024 se constituy  como como rbitro enñ ó á  

calidad  de  mixto  en la  causa  arbitral  antes  referida,  por  nombramiento 

efectuado por el 13  Juzgado Civil de Santiago, causa Rol C-26106-2019,°  

con el objeto de dar continuidad al  proceso iniciado por el  juez rbitroá  

Carlos Osorio Cerda, fallecido el 30 de abril de 2022.

Aclara  que  la  causa  arbitral  se  encuentra  en  etapa  probatoria 

ordinaria  concluida,  quedando  pendiente  la  realizaci n  de  un  peritajeó  

solicitado por la demandante dentro de periodo probatorio.
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Actualizando  su  informe  Roberto  Vergara  Gonz lez,  Juezá  

rbitroÁ , en causa arbitral  Rol C-2019 Inmobiliaria La Poza S.A. con“  

CESCE Chile Aseguradora S.A. , menciona que con fecha 12 de agosto de”  

2024,  las  partes  litigantes  presentaron  un  escrito  de  desistimiento  de  la 

demanda y aceptaci n, el que fue prove do por resoluci n de 13 de agostoó í ó  

del mismo a o, declarando el  desistimiento de la demanda arbitral de autosñ  

presentada  por  la  parte  demandante  Inmobiliaria  La  Poza  S.A.  en 

Procedimiento de Liquidaci n Concursal, el cual fue expresamente aceptadoó  

por  la  parte  demandada  CESCE Chile  Aseguradora  S.A.,  ambas  partes 

actuando con poder suficiente para ello.

Agrega que la demandada CESCE Chile Aseguradora S.A. presentó 

recurso de nulidad procesal, entre otros recursos, cuestionando el pago de 

los honorarios del juez rbitro, por lo que no se encuentra completamenteá  

concluida.

Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que  para  los  efectos  de  resolver  la  presente 

reclamaci n de ilegalidad, debe considerarse cu l es el sentido y alcance deó á  

este arbitrio contenido en el art culo 71 del Decreto Ley N  3.538 de 1980,í °  

que  cre  la  Comisi n  para  el  Mercado  Financiero  (Comisi n  para  eló ó ó  

Mercado  Financiero).  Esta  disposici n,  introducida  al  cuerpo  normativoó  

mediante la Ley N  21.000, publicada en el Diario Oficial el 23 de febrero°  

de  2017,  otorga  un  plazo  al  sancionado  para  deducir  la  se aladañ  

reclamaci n  indicando con precisi n  en su escrito  el  acto reclamado,  laó ó  

disposici n que se supone infringida y las razones por las que no se ajusta aó  

la ley, los reglamentos o m s disposiciones que sean aplicables, exponiendoá  

tambi n  las  razones  por  las  cuales  el  acto  reclamado  perjudica  alé  

sancionado.

SEGUNDO: Que  de  la  lectura  de  la  disposici n  referida  en  eló  

considerando precedente se desprende con claridad que esta Corte  debe 

abocarse  exclusivamente  al  an lisis  sobre  la  legalidad  o  ilegalidad  de  laá  

sanci n  impuesta  por  la  Comisi n  para  el  Mercado  Financiero  a  laó ó  

recurrente,  tomando  en  especial  consideraci n  los  argumentos  que  estaó  

ltima  haya  desarrollado  en  abono  de  su  tesis,  esto  es,  que  la  sanci nú ó  

impuesta ha infringido leyes, reglamentos o dem s disposiciones aplicables,á  
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perjudic ndola por las razones que entrega. Este an lisis, aunque en ciertosá á  

aspectos pueda tener contacto o vinculaciones con los aspectos de fondo que 

la recurrente haya discutido o pueda discutir con los asegurados en relaci nó  

con la procedencia del pago de las p lizas en cuesti n, en rigor no coincideó ó  

con  dichos  aspectos  ni  puede  extenderse  a  un  an lisis  del  fondo  de  loá  

discutido que es resorte de otras  instancias  judiciales,  particularmente de 

car cter arbitral  seg n se ha dado cuenta en la parte expositiva de estaá ú  

sentencia.

TERCERO: Que, habi ndose establecido el prop sito y alcance deé ó  

la  sentencia  que  debe  emitir  esta  Corte,  corresponde  atenerse  a  las 

disposiciones que la recurrente reclama como infringidas en su presentaci n.ó

CUARTO: Que, en primer t rmino, se ala que el acto reclamado,é ñ  

esto es la sanci n impuesta por la CMF a trav s de la Resoluci n Exentaó é ó  

N.  7.400, vulnerar a los art culos 6, 7 y 19 N.  3 de la Constituci n Pol ticaº í í º ó í  

de la Rep blica. Como es sabido, las dos primeras normas mencionadasú  

aluden a la obligaci n de los rganos del Estado de someter su acci n a laó ó ó  

Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella y a los requisitos paraó  

que act en v lidamente, los que se refieren a la previa investidura regularú á  

de sus integrantes, una actuaci n dentro de su competencia y en la formaó  

prescrita por la ley. 

QUINTO: Que, por su parte, el art culo 19 N.  3 de la Constituci ní º ó  

Pol tica de la Rep blica se refiere a la garant a constitucional que tienen lasí ú í  

personas en el sentido de una igual protecci n de la ley en el ejercicio deó  

sus  derechos,  haciendo  especial  referencia  un  conjunto  de  garant as  deí  

car cter procesal y penal y al aseguramiento de un debido proceso previo aá  

la imposici n de cualquier tipo de sanci n.ó ó

SEXTO: Que, en cuanto al art culo 6  de la Constituci n Pol ticaí ° ó í  

de la Rep blica que se alega infringido, la recurrente no profundiza en suú  

escrito, sin perjuicio de citar posteriormente otras normas, de car cter legalá  

en su mayor a, que estima infringidas, debiendo entenderse que, aunque noí  

lo se ale expresamente, deber a entenderse as  justificado su reproche sobreñ í í  

la pretendida infracci n de esta norma constitucional.  Por esta raz n,  laó ó  

decisi n  sobre la  existencia o no de una infracci n  al  art culo 6  de laó ó í °  
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Constituci n  se  explicita  m s  adelante,  tras  el  an lisis  de  la  eventualó á á  

existencia de normas legales o de otro car cter eventualmente vulneradosá  

por el acto administrativo cuya legalidad se cuestiona.

S PTIMOÉ :  Que, en cambio, es evidente, tambi n a partir  de laé  

lectura del recurso de reclamaci n de ilegalidad, que la recurrente no haó  

desarrollado argumentos ni  razonamientos  tendientes  a demostrar  que el 

acto administrativo cuestionado haya sido dictado por personas carentes de 

una previa investidura regular o que lo hubiese sido fuera del mbito de suá  

competencia o de un modo distinto al prescrito por la ley, de modo que se 

rechazar  la supuesta infracci n del art culo 7  de la Constituci n Pol ticaá ó í ° ó í  

de la Rep blica, por falta de fundamentoú

OCTAVO: Que,  por  las  mismas  razones,  esto  es,  la  falta  de 

argumentos o razonamientos por parte de la recurrente en orden a haberse 

afectado los derechos y garant as  procesales  de la  recurrente,  esta Corteí  

rechazar  la  pretensi n  de  que el  administrativo  recurrido  de  ilegalidadá ó  

haya vulnerado el art culo 19 n mero 3 de la Constituci n, en alguno deí ú ó  

sus incisos.

NOVENO:  Que,  enseguida,  se ala  la  recurrente  que  el  actoñ  

administrativo cuestionado de ilegalidad habr a incumplido los art culos 2  yí í °  

3  de la Ley N  18.575, Org nica Constitucional de Bases Generales de la° ° á  

Administraci n del Estado. ó

D CIMOÉ : Que en lo que se refiere al art culo 2  de la Ley Ní ° ° 

18.575, su texto coincide de manera pr cticamente total con lo prescrito porá  

el art culo 6  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, de manera que,í ° ó í ú  

sobre la existencia de una posible infracci n a ella, esta Corte, tal como seó  

se al  en el considerando sexto precedente, reservar  su decisi n al previoñ ó á ó  

an lisis de otras normas se aladas por la recurrente como infringidas.á ñ

UND CIMOÉ : Que en cuanto al art culo 3  de la Ley N  18.575, seí ° °  

trata de una norma que consagra el principio de que la Administraci n deló  

Estado est  al servicio de la persona humana y de que su finalidad es laá  

promoci n  del  bien  com n.  Esta  norma  tambi n  se ala  una  serie  deó ú é ñ  

principios que debe observar la Administraci n del Estado. En el texto de laó  

reclamaci n de ilegalidad no se observan argumentaciones ni razonamientosó  
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acerca de la forma en que se habr a infringido esta disposici n por lo queí ó  

esta Corte rechazar  la reclamaci n en este punto. á ó

DUOD CIMOÉ : Que,  luego,  la  recurrente  se ala  que  el  actoñ  

recurrido habr a infringido los art culos 10 y 11 de la Ley N  19.880, queí í °  

establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de 

los rganos de la Administraci n del Estado.ó ó

D CIMO  TERCEROÉ : Que el art culo 10 de la Ley N  19.880í °  

establece  el  denominado  principio  de  contradictoriedad,  que  apunta  al 

derecho de los interesados para aducir alegaciones y aportar documentos u 

otros elementos de juicio, adem s de poder alegar defectos de tramitaci n,á ó  

actuar  asistidos  por  un  asesor;  tambi n  impone  al  rgano  instructor  laé ó  

obligaci n de adoptar las medidas necesarias para lograr el pleno respeto aó  

los  principios  de  contradicci n  y  de  igualdad  de  los  interesados  en  eló  

procedimiento. A partir del texto de la reclamaci n de ilegalidad deducidaó  

por  la  recurrente,  puede  concluirse  que  no  hay  razonamientos  o 

argumentaciones espec ficas en relaci n con la pretendida infracci n de esteí ó ó  

principio de contradictoriedad, raz n por la cual esta pretensi n tampocoó ó  

podr  prosperar en este punto.á

D CIMO CUARTOÉ : Que, por su parte, el art culo 11 de la Leyí  

N  19.880  impone  a  la  Administraci n  la  obligaci n  de  actuar  con° ó ó  

objetividad y respetando el principio de probidad, tanto en la sustanciaci nó  

del procedimiento, en las decisiones que adopte. Esta norma impone, en 

persecuci n del cumplimiento de estas obligaciones, que en los actos que seó  

afectan los derechos de los particulares y en los que se resuelvan recursos 

administrativos,  se  expresen  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que 

sustenten dichos actos o resoluciones. En este sentido, sin perjuicio de que la 

recurrente  pueda  discrepar  de  los  planteamientos  contenidos  en  la 

Resoluci n Exenta N  7.400 de la Comisi n para el Mercado Financiero, seó ° ó  

aprecia en ella una exposici n de los hechos que dar an lugar a la sanci nó í ó  

impuesta y un desarrollo completo y pormenorizado de los fundamentos de 

derecho en los que el rgano administrativo fundamenta su decisi n, raz nó ó ó  

suficiente  para  descartar  la  posibilidad  de  una infracci n  a  este  art culoó í  

mencionado por la recurrente. A lo anterior, debe agregarse que en el texto 

de  la  reclamaci n  de  ilegalidad  tampoco  se  advierten  razonamientos  oó  
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argumentaciones  de  la  recurrente  que  cuestionen  la  objetividad  o  la 

probidad del rgano administrativo ni la eventual ausencia o deficiencia enó  

la descripci n de los hechos o expresi n de los fundamentos de derecho deó ó  

la  decisi n  administrativa.  Por  lo  expuesto,  esta  Corte  desechar  laó á  

pretensi n de una infracci n al art culo 11 de la Ley N  19.880.ó ó í °

D CIMO QUINTOÉ : Que la recurrente cita como infringidos los 

art culos 513, literal j), 524, n meros 7 y 8, 542, 543, 550, 552, 582 y 583,í ú  

todos del C digo de Comercio. Las normas citadas aluden a numerosas yó  

diversas  situaciones,  tales  como el  concepto  de  endoso  del  literal  j)  del 

art culo  513,  que  seg n  la  recurrente  la  Comisi n  para  el  Mercadoí ú ó  

Financiera no habr a aplicado; obligaciones del asegurado, en los n meros 7í ú  

y 8 del art culo 524; el car cter imperativo de las disposiciones que rigen alí á  

contrato  de  seguro,  seg n  el  art culo  542,  del  que,  en  opini n  de  laú í ó  

recurrente,  estar an  excluidas  las  p lizas  que  motivaron  la  sanci n;  elí ó ó  

procedimiento para la  soluci n  de conflictos,  establecido  art culo  543;  eló í  

principio de indemnizaci n que proscribe que el asegurado pueda obteneró  

una ganancia o enriquecimiento, que establece el art culo 550; la regulaci ní ó  

legal  de la  suma asegurada y el  l mite  de indemnizaci n,  referido en elí ó  

art culo 552; el concepto de seguro de cauci n contenido en el art culo 582;í ó í  

y las obligaciones del asegurado, indicadas en el art culo 583. í

Ahora bien, la tesis de la recurrente, en buenas cuentas, es que estas 

normas legales deben aplicarse a su caso en la forma en que ella propone, 

siendo ilegal aplicarlas de un modo diferente. Como puede advertirse, si esta 

Corte ingresara a esta discusi n de fondo y, en definitiva, merced a esteó  

recurso de ilegalidad se pronunciase sobre si la Comisi n para el Mercadoó  

Financiero se apeg  o no a esas leyes, intentando, para ello, determinar suó  

alcance mediante su ex gesis e incluso la forma m s equitativa y justa deé á  

aplicarla al caso concreto, de hecho exceder a su competencia, ya que sobreí  

esos  aspectos  debe  pronunciarse  el  rbitro  a  cargo  de  sustanciar  elá  

procedimiento, precisamente como lo establece el art culo 543 del C digoí ó  

de Comercio, por lo tanto, es precisamente lo contrario a lo planteado en la 

reclamaci n.ó

D CIMO SEXTOÉ : Que, en consecuencia, un examen acerca de la 

legalidad de una decisi n administrativa como la contenida en la Resoluci nó ó  
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Exenta N  7.400 debe ajustarse al examen de aspectos mucho m s formales° á  

de ese acto administrativo y abstenerse de convertirse en una instancia no 

prevista  en la  ley  para  discutir  aspectos  de fondo cuyo conocimiento se 

encuentra entregado por ley a otra sede, que en este caso es la arbitral. Al 

mismo tiempo, establecido que no puede en esta instancia reproducirse la 

discusi n  que  se  plante  en  el  procedimiento  arbitral  ni  dictarse  unaó ó  

sentencia  que  pueda  sustituir  el  fallo  que  deba  dictar  el  rbitro,  debeá  

considerarse, adem s, que la legalidad del acto administrativo dice relaci ná ó  

nicamente  con  la  procedencia  o  improcedencia  de  la  multa  aplicada,ú  

aspecto que se reduce al examen de la p liza y al hecho de si debieran o noó  

ser pagadas a primer requerimiento por parte de la recurrente, sin perjuicio, 

evidentemente, de que sus alegaciones de fondo, que no pueden ser objeto 

de una sentencia en una reclamaci n de ilegalidad, puedan desarrollarse enó  

la sede que corresponda para obtener un reembolso o resarcimiento de los 

perjuicios que estime procedentes.

D CIMO  S PTIMOÉ É :  Que,  por  lo  se alado  precedentemente,ñ  

tiene sentido el aforismo ingl s  é pay and argue after“ ”, esto es, pague y“  

discuta despu s . La realidad es que la recurrente ha sostenido una serie deé ”  

argumentaciones para evitar el pago de las p lizas tras haber sido requeridoó  

para  ello  por  los  asegurados,  alterando la  regla  reci n  expresada.  Si  lasé  

p lizas  en cuesti n son de aquellas  pagaderas  a primer requerimiento ,ó ó “ ”  

como sostuvo  en  su  resoluci n  sancionatoria  la  CMF,  entonces  no  hayó  

ninguna  raz n  legal  v lida  para  la  pretensi n  de  la  recurrente  deó á ó  

condicionar su pago a los resultados de una discusi n jur dica que deb a seró í í  

posterior.

D CIMO  OCTAVOÉ : Que  la  distinci n  formulada  por  laó  

recurrente en cuanto a que se tratar a de p lizas de ejecuci n inmediataí ó “ ó ” 

no  sujetas  al  proceso  de  liquidaci n  y  no  de  una  p liza  a  primeró ó  

requerimiento no resulta atendible. A partir de lo establecido en el art culoí  

61 del Decreto con Fuerza de Ley N  261, se desprende con claridad que la°  

liquidaci n del siniestro es una obligaci n legal de orden p blico que noó ó ú  

puede ser excluida del contrato de seguro, de modo que no puede ser la 

ausencia de liquidaci n de un siniestro un criterio v lido de distinci n. Poró á ó  

otro lado, el Oficio Circular N  972, del 13 de enero del a o 2017, precis° ñ ó 
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el  alcance  del  inciso  final  del  art culo  583  del  C digo  de  Comercio,í ó  

prohibiendo que en las p lizas de seguros de garant a o cauci n a primeró í ó  

requerimiento se exigiera o condicionara el pago de la suma reclamada a la 

presentaci n de antecedentes adicionales a la identificaci n de la p liza deló ó ó  

asegurado y el monto reclamado. En tanto este oficio circular constituye una 

interpretaci n de una norma vigente, deben desecharse las argumentacionesó  

en  orden  a  que  implicase  una  aplicaci n  retroactiva  de  la  ley.  Enó  

consecuencia, esta Corte estima que los fundamentos de derecho esgrimidos 

por la Comisi n para el Mercado Financiero para estimar que las p lizasó ó  

que motivaron el procedimiento sancionatorio corresponden a aquellas que 

se conocen como a primer requerimiento  son suficientes y justifican la“ ”  

sanci n impuesta.ó

D CIMO NOVENOÉ : Que, asimismo, la recurrente sostiene que la 

resoluci n recurrida del ilegalidad vulnerar a el Oficio Circular N  972, deó í °  

13  de  enero  de  2017,  la  Norma de  Car cter  General  (NCG)  349 y laá  

Resoluci n N  1937, la primera de ellas emitida por la Comisi n para eló ° ó  

Mercado  Financiero  y  las  dos  ltimas  emanadas  de  la  ex  SVS  (hoyú  

Comisi n para el Mercado Financiero). Aunque no expresa con claridad enó  

el  texto  de  su  presentaci n  la  forma  en  que  se  producir an  esasó í  

vulneraciones, debe entenderse, en lo que concierne al Oficio Circular, que 

el reproche de la recurrente es que se haya aplicado ese Oficio Circular a 

un contrato de seguro que era anterior a su dictaci n, lo que considera unaó  

aplicaci n retroactiva e improcedente. Sin embargo, ya se ha expresado queó  

el se alado oficio nicamente precis  el alcance del art culo 583 del C digoñ ú ó í ó  

de Comercio, merced a las facultades de interpretaci n que pose a y poseeó í  

la Comisi n para el Mercado Financiero; en consecuencia, no se trat  deó ó  

una norma nueva que creara una situaci n jur dica diferente, sino tan soloó í  

de la interpretaci n acerca del sentido y alcance de una norma del C digoó ó  

de  Comercio  que  se  encontraba  vigente  al  momento  de  suscribir  los 

contratos de seguro que originaron el procedimiento sancionatorio. 

Por lo se alado, esta Corte considera que el oficio circular en cuesti nñ ó  

fue correctamente aplicado por la Comisi n para el Mercado Financiero aó  

este caso concreto y que dicha aplicaci n no contiene un vicio de ilegalidad.ó  

Por otra parte, la NCG 349, de 26 de julio de 2013, establece normas sobre 
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el dep sito de p lizas y sobre las disposiciones m nimas de las p lizas deó ó í ó  

seguro. No existe, en el texto de la presentaci n, una fundamentaci n oó ó  

razonamiento acerca de en qu  sentido estima la recurrente que esta normaé  

de car cter general habr a resultada vulnerada en virtud de la Resoluci ná í ó  

Exenta N  7.400. °

Finalmente, la Resoluci n Exenta N  1937, de 3 de mayo de 2017,ó °  

individualiza las p lizas cuya utilizaci n se proh be o, si se prefiere, proh beó ó í í  

la utilizaci n de determinados modelos de condiciones generales de p lizas,ó ó  

lo que resulta coherente con el Oficio Circular N  972 y con la  NCG 349. °

En consecuencia, esta Corte no advierte vulneraciones en relaci n conó  

estos cuerpos normativos que se deriven de la Resoluci n Exenta N  7.400ó °  

sobre cuya ilegalidad se debate.

VIG SIMOÉ : Que estima tambi n la recurrente vulneradas por laé  

resoluci n recurrida de ilegalidad, las Resoluciones Exentas n meros 4795 yó ú  

557 de la Comisi n para el Mercado Financiero, que se refiere a la pol ticaó í  

sancionatoria de esa entidad. Dado que la presentaci n no hace referencia aó  

la forma en que se habr an vulnerado estas resoluciones y sus normativas,í  

esta Corte rechazar  la pretensi n de la recurrente en este punto por faltaá ó  

de fundamentos.

VIG SIMO  PRIMEROÉ :  Que la recurrente estima, igualmente, 

que  la  Resoluci n  Exenta  N  7.400  ha  vulnerado  el  art culo  1545  deló ° í  

C digo Civil, que establece que todo contrato legalmente celebrado es unaó  

ley  para  los  contratantes  y  no  puede  ser  invalidado  sino  por  su 

consentimiento mutuo o por causas legales. Esta disposici n, en definitiva,ó  

establece aquello que la doctrina ha entendido como la intangibilidad de“  

los contratos , apuntando, entre otras cosas, a la idea de que la legislaci n“ ó  

vigente con posterioridad a un contrato no puede entenderse incorporada a 

l para modificarlo o ponerle t rmino. é é

Evidentemente, aunque nuevamente no se advierten fundamentos o 

razonamientos  espec ficos  destinados  a  demostrar  la  vulneraci n  de  esteí ó  

art culo,  puede  deducirse  que  lo  que  la  recurrente  estima  es  que  laí  

aplicaci n, en su opini n retroactiva, del Oficio Circular 972 tantas vecesó ó  

referido,  atentar a  contra  la  se alada  intangibilidad  de  los  contratos  deí ñ  

seguro  asociados  al  procedimiento  sancionatorio  que  concluy  con  laó  
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aplicaci n de la multa contenida en la Resoluci n Exenta N  7.400. Lasó ó °  

mismas razones que ya se han expuesto y que descartan de que exista aquí 

una  aplicaci n  retroactiva  del  se alado  oficio,  son  las  que  conducen  aó ñ  

concluir  que no se ha vulnerado el  art culo  1545 en comento,  pues losí  

contratos  de  seguros  deb an  ajustarse  al  art culo  583  del  C digo  deí í ó  

Comercio  y,  el  Oficio  Circular  972  simplemente  interpret  dichaó  

disposici n,  interpretaci n  tras  la  cual  la  CMF  pudo  concluir  eló ó  

incumplimiento de CESCE Chile Aseguradora S.A.

VIG SIMO  SEGUNDOÉ :  Que,  finalmente,  la  recurrente 

considera  vulnerado  el  art culo  22  de  la  Ley  Sin  N mero  sobre  efectoí ú  

retroactivo de las  leyes,  que establece que en los  contratos  se entienden 

incorporadas  las  leyes  vigentes  a  la  poca  de  su  celebraci n,  con  dosé ó  

excepciones. En este sentido, aunque no lo explicita de manera espec fica laí  

recurrente en su presentaci n, debe entenderse que el reproche formuladoó  

por  ella  consiste  en  que,  a  trav s  del  Oficio  Circular  972  se  estar aé í  

incorporando retroactivamente una norma prohibitiva que no estaba vigente 

a la poca de suscripci n de los contratos de seguro que han motivado laé ó  

sanci n de la CMF, en circunstancias de que el art culo 22 en comento s loó í ó  

autoriza a considerar como integrante del contrato aquellas normas legales 

vigentes  al  momento  de  su  celebraci n.  Sin  embargo,  como  ya  se  haó  

se alado,  la  norma  legal  vigente  al  momento  de  la  suscripci n  de  losñ ó  

se alados contratos de seguro era el art culo 583 del C digo de Comercio,ñ í ó  

constituyendo el Oficio Circular N  972 solo un ejercicio de interpretaci n yº ó  

precisi n de esa norma, de tal manera que no se ha vulnerado el art culo 22ó í  

de la Ley sobre efecto retroactivo de las leyes.

VIG SIMO TERCEROÉ : Que, en definitiva, lo que la Comisi nó  

para  el  Mercado Financiero deb a analizar  era si  efectivamente CESCEí  

Chile  Aseguradora  S.A.  hab a  incurrido  en  el  incumplimiento  de  laí  

obligaci n legal y normativa de pagar las indemnizaciones reclamadas poró  

Inmobiliaria La Poza y por JUNAEB, en virtud de los contratos de seguro 

de garant a de ejecuci n inmediata oportunamente individualizados, seg ní ó ú  

lo dispuesto en el inciso final del art culo 583 del C digo de Comercio y delí ó  

n mero 1 del Oficio Circular N  972 de 13 de enero de 2017. Para ello,ú °  

ciertamente, no pod a este rgano administrativo eludir pronunciarse sobreí ó  
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la calidad jur dica de los se alados contratos y, en concreto, sobre si lasí ñ  

p lizas  eran  o  no  de  aquellas  que  se  conoce  como  a  primeró “  

requerimiento . La tesis fundamental de la recurrente es que no se trataba”  

de ese tipo de p lizas, sino de otras que denomina "de ejecuci n inmediata",ó ó  

asunto que, necesariamente, entra tambi n en el an lisis que deb a efectuaré á í  

el  rbitro  designado  en  el  procedimiento  arbitral,  con  el  objeto  deá  

determinar si eran aceptables o no las excepciones y alegaciones formuladas 

por CESCE Chile Aseguradora S.A. para negarse al  pago de las  sumas 

reclamadas.  Ahora  bien,  la  Comisi n  para  el  Mercado  Financiero  aló  

pronunciarse  sobre la  calidad  de las  p lizas  lo ha hecho en uso de susó  

facultades legales y dentro de la rbita de su competencia para poder, enó  

definitiva, resolver sobre la procedencia o no de una sanci n a una sociedadó  

bajo su fiscalizaci n. Esta decisi n sobre la calidad de las p lizas podr a,ó ó ó í  

eventualmente,  diferir  de la  decisi n  que sobre el  mismo t pico pudieseó ó  

adoptar el rbitro. Frente a esa situaci n hipot tica en que existiese unaá ó é  

contradicci n entre la decisi n administrativa y la arbitral,  no existe unaó ó  

norma  que  otorgue  prevalencia  al  ente  administrativo  o  al  rbitro  ená  

t rminos de imponer, el uno al otro, un criterio nico jur dico determinado.é ú í  

En  otros  t rminos,  la  CMF  ha  actuado  dentro  del  mbito  de  sué á  

competencia,  previa investidura regular de sus integrantes y en la forma 

prescrita por la ley, con independencia de que su criterio jur dico pudieseí  

no ser compartido por el del juez rbitro. Sobre esta discrepancia eventualá  

de  criterios  del  fallador  administrativo  y  arbitral  no  existe  en  nuestro 

ordenamiento jur dico una norma que obligue a uno a someterse al criterioí  

del  otro,  de  modo tal  que  esa  sola  diferencia  en  la  evaluaci n  jur dicaó í  

tampoco  ser a  suficiente  para  estimar  que  el  rgano  administrativo  haí ó  

actuado fuera de la ley al sancionar.

VIG SIMO CUARTOÉ : Que, en todo caso, el sentido de este tipo 

de  contratos  de  seguro,  asociados  al  fiel  cumplimiento  de  obras  u 

obligaciones del tercero afianzado, tiene por objeto, precisamente, restringir 

las excepciones por las cuales la aseguradora pueda justificar el no pago de 

la sumas aseguradas, de conformidad con lo establecido en el art culo 583í  

del C digo de Comercio, cuyo sentido y alcance fue precisado a trav s deló é  

tantos veces aludido Oficio Circular N  972. En ese sentido, se observa queº  
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el actuar de CESCE Chile Aseguradora S.A. ha buscado dilatar un pago 

mediante  argumentaciones,  alegaciones  y  razonamientos  que  no  pod aí  

formular conforme al art culo 583 del C digo de Comercio y que, si pese aí ó  

ello,  decid a  formularlas  deb a  hacerlo  en  la  sede  correspondiente  siní í  

entorpecer, en el mbito administrativo, el pago correspondiente, todo elloá  

sin perjuicio de lo que pudiese reclamar posteriormente como da os sufridosñ  

y de las acciones judiciales, incluidas las peticiones sobre medidas cautelares 

precautorias,  que  pudiese  formular.  En  cambio,  desde  la  pticaó  

administrativa y a los ojos del ente fiscalizador, esto es, la Comisi n para eló  

Mercado  Financiero,  CSECE  Chile  Aseguradora  S.A.  aparece 

pr cticamente tomando la justicia en sus propias manos, alegando defensasá  

y justificaciones para no pagar que no est n autorizadas en la ley a partir deá  

una  calificaci n  jur dica  de  los  contratos  de  seguro  que  efect aó í ú  

aut nomamente,  pretendiendo  con  esa  conducta  que  el  rganoó ó  

administrativo no pueda pronunciarse sobre su conducta ni sancionarla por 

ella.  Admitir este comportamiento significar a, en los hechos, eliminar deí  

ra z la seguridad que debe ofrecer este tipo de contratos de seguros. En casoí  

de estimar la aseguradora que para el pago de un seguro debe cumplirse 

todos los requisitos que ha exigido para estos casos, ellos deben ser expresos 

y alejar cualquier confusi n posible para el asegurado, siendo insuficienteó  

meras sutilezas de nomenclatura en los productos, como si se habla de a“  

primer requerimiento  o de ejecuci n inmediata . ” “ ó ”

En cualquier caso, por todo lo ya dicho, no es posible advertir en la 

conducta de la Comisi n para el Mercado Financiero y particularmente enó  

su resoluci n sancionatoria vicios de ilegalidad.ó

VIG SIMO  QUINTOÉ : Que,  adicionalmente,  y  aunque  no  ha 

sido objeto de reparos por parte de la recurrente, es relevante destacar que 

el acto administrativo cuya legalidad se ha cuestionado ha sido el fruto de 

un procedimiento administrativo que ha cumplido todas las exigencias de un 

debido  proceso,  teniendo  la  recurrente  la  oportunidad  de  presentar  sus 

descargos y rendir la prueba que ha considerado pertinente.  Del mismo 

modo, la Resoluci n Exenta N  7.400 contiene un detallado y minuciosoó °  

relato de los hechos que han sido objeto del proceso sancionatorio, una lata 

y  fiel  reproducci n  de  los  argumentos,  alegaciones  y  defensas  de  laó  
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recurrente y los razonamientos y fundamentos de derecho por los cuales el 

rgano administrativo los ha rechazado, todo lo cual no hace sino confirmaró  

la legalidad de la actuaci n de la CMF y de la Resoluci n Exenta N  7.400.ó ó °

VIG SIMO SEXTOÉ : Que, en cuanto a la petici n subsidiaria enó  

el sentido de disminuir sustancialmente la multa aplicada por la CMF, la 

competencia  de  esta  Corte  se  refiere  exclusivamente  a  la  determinaci nó  

sobre la legalidad o ilegalidad de un determinado acto administrativo, en 

este caso de car cter sancionatorio, est ndole vedado determinar, aun porá á  

v a  de  este  recurso,  el  í quantum de  la  multa  establecida  por  el  rganoó  

llamado por ley a fijarla, por lo que no se har  lugar a dicha petici n.á ó

Por estas razones y de acuerdo con lo previsto en el art culo 71 delí  

Decreto Ley N  3.538; los  art culos  6, 7 y 19 N  3 de la  Constituci n° í º ó  

Pol tica de la Rep blica; los art culos 10 y 11 de la Ley N  19.880; losí ú í °  

art culos  513,  5254,  542,  543,  550,  552,  582  y  583  del  C digo  deí ó  

Comercio; en el Oficio Circular N  972 de la CMF; y el art culo 22 de la° í  

Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,  se  rechaza , sin costas, el 

recurso  de  reclamaci n  de  ilegalidad  interpuesto  por  CESCE  Chileó  

Aseguradora S.A. en contra de la Resoluci n Exenta N  7.400, de fecha 11ó °  

de noviembre de 2022, de la Comisi n para el Mercado Financiero.ó

Reg strese,   comun quese y arch vese.í í í

N  Contencioso Administrat ivo - 632-2022.  °

Redact  la  abogada  integrante  Francisca  Amigoó  

Fern ndezá , quien no firma por ausencia

Pronunciada  por  la  Tercera  Sala  de  esta  Il tma.  Corte  de  
Apelac iones  de  Santiago ,  presidida  por  la  Ministra  Inelie  Dur ná  
Madina,  conformada por la Ministra (I) se ora Paula Rodr guez Fond n  yñ í ó  
el Abogada Integrante se ora Francisca Amigo Fern ndez.ñ á
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Pronunciado por la Tercera Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Inelie Duran M. y

Ministra Suplente Paula Rodriguez F. Santiago, veintitres de mayo de dos mil veinticinco.

En Santiago, a veintitres de mayo de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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